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I. INTRODUCCIÓN

DESDE el punto de vista de la
teoría convencional del fe-
deralismo fiscal, el objetivo

de la distribución de tareas entre
niveles de gobierno es el de con-
tribuir al diseño de una estructura
gubernamental óptima no sólo en
aras de la eficiencia, sino también
de la equidad, y con aspectos re-
lacionados con la responsabilidad
y la transparencia del sector públi-
co. El consenso alcanzado en el
ámbito funcional precisa de insti-
tuciones político-administrativas,
encargadas del suministro de bie-
nes y servicios públicos, con una
extensión territorial íntimamente
ligada a la dimensión espacial de
los beneficios generados, con el
ánimo de ajustarse al máximo a las
preferencias de los ciudadanos, tal
y como se deduce del principio
base de descentralización fiscal 
formulado por Oates (1972), ar-
gumento que refuerza el trabajo
seminal realizado por Tiebout (Ca-
daval, 2006). Este análisis teórico
evidencia la superioridad de la so-
lución descentralizada cuando no
es posible ahorrar costes a través
de una provisión centralizada del
bien, y/o ante la ausencia de ex-
ternalidades. Sin embargo, los pro-
blemas de escala se presentan
como límite a esta descentraliza-
ción. En efecto, la constatación de
que los costes de provisión de mu-
chos servicios públicos, entre ellos
los que ofrecen las entidades lo-
cales, tienen forma de U con res-
pecto al tamaño de la jurisdicción
plantea problemas, cuya solución

pasaría por garantizar una dimen-
sión mínima para su prestación.

Además, un factor objetivo a
considerar, dentro de los efectos
de escala asociados no sólo a la
producción, sino también al con-
sumo de bienes públicos, nos per-
mite constatar que, mientras al-
gunos son de pequeño tamaño,
otros desbordan hacia otras juris-
dicciones. Estos son, precisamen-
te, los que necesitan una talla 
jurisdiccional apropiada más am-
bigua porque, en definitiva, la de-
terminación adecuada de los lími-
tes depende de las reglas que
permitan a los ciudadanos y a la
colectividad realizar el intercam-
bio entre preferencias, necesida-
des y costes. Así, la talla mínima
adecuada para cualquier jurisdic-
ción varía sustancialmente, de
acuerdo con los bienes y servicios
que ofrecen los colindantes de ma-
nera gratuita. Las interferencias ex-
ternas al sistema de precios que
se producen entre unos y otros en-
trañan la dependencia entre las
funciones de preferencia, creán-
dose gaps entre los beneficios y
costes privados y sus correlativos
de naturaleza pública. Así, pues,
como los bienes locales presentan
una dimensión espacial o territo-
rial, el tamaño de la jurisdicción
que los ofrece ha de adaptar su
dimensión a los benefits-spillovers
para tratar de evitar comporta-
mientos free-rider (Caramés, 2004).

Bien o mal resuelto por la teo-
ría del federalismo fiscal el reparto
de funciones en la estructura gu-
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Resumen

En el mundo en que vivimos, emergen con
claridad las dificultades derivadas de la inadap-
tación de los límites administrativos a las reali-
dades económicas y sociales. Asistimos a la bal-
canización del espacio —fundamentalmente
urbano—, lo que en la mayoría de los casos re-
sulta incompatible con el ámbito político res-
ponsable de los servicios públicos locales. La
falta de adecuación entre los territorios institu-
cionales; con sus fronteras administrativas, los
territorios funcionales, que alcanzan hasta don-
de los bienes colectivos desparraman sus be-
neficios, y los territorios relacionales, de perso-
nas y empresas, hace que las políticas diseñadas
tradicionalmente para el espacio institucional,
generalmente municipios, sean ineficientes, en
ausencia de alguna forma de recomposición te-
rritorial o de colaboración entre jurisdicciones.
La realidad europea, caracterizada por una gran
densidad institucional, ha elegido caminos no
siempre coincidentes en este ámbito, si bien,
la filosofía es común.
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Abstract

In the world in which we live the difficulties
stemming from the failure of the administrative
limits to match up with economic and social
realities emerge clearly. We are witnessing the
balcanization of space – mainly urban, which
in most cases proves incompatible with the
political area responsible for local public ser-
vices. The lack of compatibility between the
institutional territories and the administrative
frontiers, the functional territories, which reach
as far as where the collective goods dissemina-
te their benefits and the relational territories
of persons and companies, means that the
policies designed traditionally for the institu-
tional space, usually municipalities, are insuffi-
cient, in the absence of some form of territorial
recomposition or collaboration between juris-
dictions. The European reality, characterized by
a high institutional density has chosen paths
that do not always match up in this area,
although the philosophy is shared.
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bernamental, lo cierto es que es-
tos argumentos han sido la base
de buena parte de los procesos de
descentralización, eso sí, en un con-
texto en el que las divisiones terri-
toriales ya estaban establecidas.
Por ello, en la práctica, numerosos
factores hacen que la especializa-
ción de los gobiernos no se co-
rresponda exactamente con el te-
rritorio que abarcan. Si la provisión
de bienes públicos funcionase de
igual modo que la de los bienes
privados —consumo rival y posibi-
lidad de exclusión a través del pre-
cio—, la figura del decisor-benefi-
ciario-pagador coincidiría. Pero la
falta de correspondencia entre los
espacios «vitales» de los ciudada-
nos y el centro de decisiones polí-
ticas se convierte en un problema,
ya que la inadaptación del tama-
ño jurisdiccional hace incompati-
ble la dimensión del que decide la
oferta, de los que consumen los
bienes y servicios y de los que real-
mente los financian. Esta falta de
correlación entre el territorio fun-
cional, institucional y relacional ha
llevado a buscar soluciones diver-
sas, la mayor parte basadas en 
la colaboración (véase cuadro nú-
mero 1, en el que se resumen los
argumentos favorables y los cos-
tes de la cooperación).

Tal colaboración puede englo-
bar diversas formas, según el es-

calón gubernamental que este-
mos considerando. Podemos, así,
hablar de adaptaciones técnicas,
que reagrupan competencias y re-
cursos a través de la cooperación
intermunicipal; de ajustes estruc-
turales, consistentes en la coope-
ración de diversos territorios a tra-
vés de fórmulas como la fusión,
asociación, etc., y/o la intensifica-
ción de la perecuación financiera
o la centralización de ciertas ta-
reas. En el escalón local, la moda-
lidad más utilizada pasa por la re-
composición territorial, a escala
geográfica o administrativa; la in-
tercomunalidad, como delegación
voluntaria de competencias, que es
vista como un medio adecuado
para racionalizar la oferta de bie-
nes y servicios, ahorrar costes al
aprovechar las economías de es-
cala y proveer de una mayor gama
de servicios de proximidad a los
residentes que, en otras condicio-
nes, sería imposible suministrar.
Esto no es más que el «efecto-
zoo» definido por Oates (1), se-
gún el cual una colectividad local
desarrolla su atractivo al ofrecer
no sólo un bien o servicio, sino un
gama de servicios locales, que tie-
nen mayor probabilidad de satis-
facer los gustos y las preferencias
de los ciudadanos. Sin embargo,
el deseo de adherirse a una es-
tructura municipal, por ejemplo,
puede resultar igualmente de la

voluntad de unirse a otros muni-
cipios para un proyecto global de
desarrollo de las corporaciones lo-
cales, tendentes a la integración
de los territorios en un espacio in-
termunicipal homogéneo.

II. EL ESTADO DE LA
CUESTIÓN

La organización territorial he-
redada de la división municipal de
base napoleónica deriva en pro-
blemas ligados a la inadaptación
de los límites administrativos a las
realidades económicas y sociales.
La balcanización del espacio, por
un lado, y la reducida dimensión
en términos territoriales y/o po-
blacionales, por el otro, se com-
padece mal con los problemas a
los que se enfrentan las jurisdic-
ciones locales que, a menudo,
trascienden sus fronteras. El «des-
bordamiento» de los lindes polí-
ticos es origen de ineficiencias del
sector público local, apareciendo
problemas relacionados con las
economías de escala, los spillover,
las externalidades, los efectos con-
gestión, etc. Esta situación, deu-
dora en buena medida del tama-
ño municipal, ha derivado hacia
la búsqueda de fórmulas de «re-
organización» administrativa, ca-
paces de conciliar en un solo te-
rritorio la eficiencia económica y la
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CUADRO N.º 1

CRITERIOS DE ELECCIÓN DE LA COOPERACIÓN INTERMUNICIPAL

Criterios de elección Oferta municipal (descentralización) Oferta intermunicipal (centralización)

Argumentos favorables a la cooperación:
1. Economías de escala .......................................................................... Desfavorable Favorable
2. Internalización desbordamientos geográficos de consumo ................. Desfavorable Favorable
3. Reducción riesgos financieros por competencia territorial ................... Desfavorable Favorable
4. Cobertura riesgos de pérdidas fiscales ................................................ Desfavorable Favorable

Argumentos desfavorables a la cooperación:
1. Costes de organización y coordinación............................................... Favorable Desfavorable
2. Distorsión de las preferencias heterogéneas entre municipios ............. Favorable Desfavorable

Fuente: Dafflon y Perritaz (2000). Elaboración propia.



funcional, tratando de encontrar
la dimensión local «óptima» en
términos de superficie y población
(tal y como refleja el esquema 1).

La variada realidad interna-
cional muestra la elección de fór-
mulas diversas, conseguidas no
siempre de modo voluntario y ar-
ticuladas a través de procedi-
mientos tales como la coordina-
ción, la asociación, la fusión,
etcétera.

Los países nórdicos, Alemania
y Gran Bretaña han privilegiado
la fusión. La adición municipal
más temprana se produce en Ho-
landa, que después de los años
cincuenta reduce el número de
jurisdicciones en un 44 por 100.
Dinamarca, sin duda, ha realiza-
do la reconstrucción más severa,
convirtiendo sus 1.400 entes lo-
cales en algo menos de trescien-
tos. La reforma constitucional ale-
mana (1965-1975) se afana en la
reorganización interna del territo-
rio federal, lo que se traduce en
una reducción del número de en-
tes locales a un tercio del inicial.
El devenir político ha querido que
el proceso de fusión municipal ale-
mán no finalizase en los años se-
tenta, sino que continúa activo
en la parte oriental, tras la reuni-
ficación. En el Reino Unido, las
sucesivas reformas acometidas re-
diseñan el mapa municipal, con-
virtiendo a sus entidades en las
más pobladas de toda Europa (es-
tas y otras fusiones se muestran
en el cuadro n.º 2).

Sin embargo, la solución de la
fusión dista mucho de ser adop-
tada voluntariamente allí donde
se ha producido, pues han sido
muchas las reticencias, casi siem-
pre de origen complejo y pocas
veces racional, que se han argu-
mentado en su contra, por lo que
la respuesta a los problemas pre-
viamente señalados tiende a per-
seguirse a través de estructuras de

cooperación intermunicipal. No
muy numerosas, y poco operati-
vas, en el Reino Unido y España,
han proliferado en países como
Francia, en donde la «intercomu-
nalidad» se desarrolla para paliar
las dificultades derivadas de la ta-
lla demográfica, Luxemburgo, Fin-
landia y Suiza (las diferencias en
las soluciones adoptadas se de-
ben, en parte, a la evidente dife-
rencia en dimensión y estructura
de los gobiernos locales de los paí-
ses en cuestión, como puede com-
probarse en el cuadro n.º 3).

La colaboración local adopta
formas diversas, desde las más
flexibles, —que funcionan sobre
todo en los países nórdicos, con-

sistentes en: a) la ejecución de una
tarea relevante de una comuni-
dad local por otra, b) la creación
de un órgano de gestión de un
servicio común para varios muni-
cipios, o c) incluso a través del es-
tablecimiento de un contrato de
autorización de una entidad para
hacer uso de las infraestructuras
de otra— a las más integradas,
pretendiendo combinar la dimen-
sión política tradicional y el tama-
ño económico óptimo. Sin em-
bargo, estas soluciones no están
exentas de problemas. El sistema
más elemental, el de la coordina-
ción o el de la asociación, acaba
por formar un conglomerado de
geometría variable muy comple-
jo, derivado de la falta de poder
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Ciudadanos

Municipios

Colaboración

1 2

3

ESQUEMA 1
REORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA

CUADRO N.º 2

FUSIÓN DE MUNICIPIOS

Número Reducción Modificación
de municipios en los últimos experimentada

1.950 años en porcentaje

Suecia........................... 2.281 (1992) 286 ∇ 87
Dinamarca .................... 1.387 (1992) 275 ∇ 80
Bélgica.......................... 2.669 (1991) 589 ∇ 78
Gran Bretaña ................ 2.028 (1999) 467 ∇ 77
Alemania ...................... 25.930 (1994) 13.912 ∇ 51
Austria.......................... 3.999 (1992) 2.301 ∇ 42
Noruega ....................... 744 (1992) 439 ∇ 41
Holanda........................ 1.015 (1998) 572 ∇ 44
Finlandia ....................... 547 (1993) 455 ∇ 17
España.......................... 9.214 (1992) 8.082 ∇ 12
Francia.......................... 38.814 (1990) 36.763 ∇ 5
Suiza ............................ 3.097 (2001) 2.880 ∇ 7
Italia ............................. 7.781 (1999) 8.099 ∇ 4

Fuente: Consejo de Europa. Elaboración propia.



democrático o de transparencia
en la información. Países como
Francia o Suiza han respondido
con la creación de una nueva fi-
gura, la «aglomeración», para re-
dimensionar jurisdicciones locales
en áreas urbanas. Concebidas en
un espacio relacional, definido no
sólo en términos geográficos sino
también socio-económicos, tratan
de hacer coincidir de manera efec-
tiva los territorios funcionales y ad-
ministrativos en una sola unidad
relacional (Caramés, 2004). Dota-
da de autoridad legislativa y eje-
cutiva, decidida a través de una
elección democrática de sus miem-
bros, evita la pérdida de poder re-

presentativo de la que muchas ve-
ces se acusa a los «experimentos»
intermunicipales.

III. FORMAS DE
COLABORACIÓN

La determinación del límite que
establezca el tamaño adecuado
de una jurisdicción es un terreno
ambiguo. Numerosos factores en-
vuelven la variabilidad de las pre-
ferencias de los ciudadanos y la
manera en la que éstos, «homo-
géneos» en sus gustos, formen un
«cluster geográfico». Lo difícil es
determinar una única delimitación

para todos los bienes públicos lo-
cales, por lo que la configuración
«ideal» de jurisdicciones tendrá
forma de juego de «matruscas ru-
sas». Lo que no podemos deter-
minar, a priori, es cuántas «mu-
ñecas» encajan dentro de otra, de
ahí que se recurra a la geometría
espacial variable. El ámbito terri-
torial apropiado puede transfor-
marse de acuerdo con la búsque-
da de la escala eficaz en la gestión
de los servicios públicos locales,
con una cobertura de los presu-
puestos contra los riesgos adqui-
ridos ante comportamientos free-
rider, con una mejor redistribución
de recursos y con una mayor equi-
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CUADRO N.º 3

NIVELES DE GOBIERNO

Población
Estados de la UE (millones de Superficie Nivel regional Nivel departamental Nivel municipal

habitantes)

Alemania.................... 82,6 356.854 16 Länder 323 Kreise 13.829 Gemeinden

Austria ....................... 8,3 83.858 9 Länder 35 Bezirken 2.359 Gemeinden

Bélgica ....................... 10,5 30.158 3 Regiones 10 Provincias 589 Communes

Dinamarca.................. 5,4 43.094 14 Amtskommuner 273 Kommuner

España ....................... 45,2 504.782 17 CC.AA. 50 Provincias 8.111 Municipios

Finlandia .................... 5,2 338.000 448 Kunta

Francia ....................... 59,6 550.000 22 Régions 100 Départements 36.568 Communes

Grecia ........................ 11,0 131.957 50 Nomoi 133 Koinotites
900 Démoi

Irlanda........................ 4,0 70.000 8 Regional Authorities 29 County Councils 80 Town Authorities
5 Cities

Italia........................... 57,3 301.263 20 Regioni 103 Provincies 8.100 Comuni

Luxemburgo............... 0,4 2.586 118 Communes

Países Bajos ................ 16,2 41.864 12 Provincies 496 Gemeenten

Portugal ..................... 10,4 92.072 308 municipios
4.241 freguesías

Reino Unido ............... 60,4 242.500 3 Regions 35 County Councils 33 London Boroughs
(Gales, Escocia, 36 Metropolitan districts

Irlanda del Norte) 300 District councils
68 Unitary authorities

Suecia ........................ 8,9 450.000 21 Landsting 289 Kommuner

Fuente: UE. Elaboración propia.



dad fiscal. Para ello es imprescin-
dible poner el acento en la des-
cripción de las reglas del juego,
en establecer un «orden» entre
los individuos, las comunidades y
las relaciones existentes entre ellos.

Cualquier fórmula de colabo-
ración debería responder a las si-
guientes preguntas: ¿qué función
o funciones son objeto de cola-
boración?, ¿quién ha de prestar
el bien o servicio objeto del acuer-
do?, ¿cuál será el lugar de ejecu-
ción?, ¿quizá el mismo de la pres-
tación? Es imprescindible, por
tanto, la clarificación del reparto
de competencias tanto a nivel ver-
tical como horizontal, teniendo en
cuenta que las prestaciones pue-
den ser ofrecidas por un solo mu-
nicipio —«municipio madre»—,
por varios, o incluso por un terce-
ro, o como delegación de funcio-
nes en organismos privados. Pero
las exigencias funcionales pueden
entrar en conflicto con las reali-
dades histórico-político-sociológi-
cas, que suponen adhesiones, no
siempre fundadas, por parte de los
ciudadanos a «su» municipio. Así,
según la tarea a cumplir, diferen-
tes espacios pueden entrar en el
escenario de acción. Las modali-
dades de colaboración se insertan
en un continuo dibujado por la di-
mensión del «mercado», la jerar-
quía de las posibilidades de pro-
ducción y por la forma que adopten
los instrumentos de cooperación.

La manera de realizar la pres-
tación es un asunto importante a
resolver, de tal modo que puedan
modificarse las fórmulas de ges-
tión pública, sin olvidarnos de as-
pectos fundamentales como los
costes y la financiación. Habrá, así,
que responder a dos cuestiones
adicionales: ¿cuáles son los cos-
tes de la puesta en marcha de los
bienes y servicios?, ¿cómo se fi-
nanciarán las prestaciones a reali-
zar, a través del principio del be-
neficio, exigiendo los municipios

más y/o mayores impuestos, o se-
rán las subvenciones las que cu-
bran estos costes? Por último, han
de considerarse cuestiones de or-
den jurídico y político; puesto que
toda forma de cooperación tiene
efectos sobre las condiciones de
las políticas locales, es preciso es-
clarecer qué rol juega cada enti-
dad y qué sistema electoral es el
que se adopta (gráfico 1).

La diversidad de modelos de
cooperación bajo el paraguas del
derecho privado, tanto desde el
punto de vista institucional como
del estrictamente financiero, mues-
tran desde las experiencias más
sencillas, consistentes en un con-
trato de compra de bienes y servi-
cios al sector privado, hasta otras
más complejas, los llamados «con-
tratos de partenariado» (descritos
en el gráfico 2), de gran profusión
en Francia y Reino Unido.

El término «partenariado» pú-
blico-privado hace referencia a los
modos de participación del sector
privado en la financiación, gestión,
producción, diseño, etc., de las in-
fraestructuras y servicios públicos.
En el Reino Unido, la private fi-
nance inititative, que es como se
conoce este tipo de contrato, se
caracteriza por el recurso a la fi-
nanciación privada en los proyec-
tos públicos; mientras que el con-
cepto francés de gestión delegada
pone más el acento en la exigen-
cia de rendimientos en lo que res-
pecta al diseño, la construcción,
la financiación y, sobre todo, la
gestión de obras y servicios. Así,
nos encontramos con que esta
práctica está en pleno crecimien-
to en el país galo, concierne a
4.000 servicios de distribución so-
bre un total de 11.000 y sirve al
75 por 100 de la población, fren-
te al 30 por 100 de hace veinti-
cinco años, y las modalidades son
diversas: los contratos de gestión
o gérance, donde las entidades lo-
cales financian las inversiones ne-

cesarias para la producción de los
bienes y servicios públicos y dele-
gan la gestión a una empresa pri-
vada, siendo ésta remunerada con
una porción del montante total re-
caudado. L'affermage, o arrenda-
miento, se refiere a la encomien-
da de la explotación de un servicio
a una empresa privada en redes y
sistemas públicos ya existentes, y
cuyas inversiones posteriores que-
dan bajo la responsabilidad de la
autoridad pública. Y la concession,
que consiste en la delegación del
servicio a una sociedad privada que
se encarga de realizar las inversio-
nes en equipamientos, eso sí, ubi-
cados en propiedad municipal.

En el modelo anglosajón se re-
piten más o menos las mismas fór-
mulas, si bien el término conces-
sion se aplica a un mecanismo
ligeramente diferente al descrito.
Mientras en Francia son los mu-
nicipios los que fijan directamen-
te los precios, en los primeros esta
operación pone en relación las res-
ponsabilidades de la empresa con-
cesionaria y el control de los po-
deres públicos. Así, por ejemplo,
en Inglaterra, la privatización de
la industria del agua se hace bajo
el control de un regulador nacio-
nal, que determina las restriccio-
nes y supervisa la política de pre-
cios entre empresas.

Las fundaciones o sociedades
anónimas encuadradas en el de-
recho público, en términos de ofer-
ta o producción de bienes públi-
cos locales, no aportan ventajas
decisivas con respecto a las aso-
ciaciones intermunicipales. La fór-
mula más simple es el contrato de
coordinación, que implica única-
mente el intercambio de informa-
ción de un municipio con otro, lo
que mejora la oferta de determi-
nados bienes o servicios, al incor-
porar a su función de producción
información no sólo sobre el con-
sumo de sus residentes, sino tam-
bién del de sus «vecinos».
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Un paso adelante en el pro-
ceso de colaboración de las co-
lectividades es la asociación, con
objeto único o múltiple, porque
obliga a los municipios a abando-
nar una parte de su soberanía de
decisión y control sobre la oferta
y la gestión en la producción de
un bien público local, por delega-

ción en una institución intermu-
nicipal. La colaboración volunta-
ria, solución más parecida a los
clubs que describe Buchanan, se
considera una mínima reestructu-
ración del gobierno, en un área
funcional extensa, basada en la
cooperación entre las unidades de
gobierno existentes, con un esta-

tus no permanente e indepen-
dencia institucional.

La asociación sustituye así a los
municipios miembros en el cum-
plimiento de una o varias funcio-
nes, cada una inscrita en un perí-
metro preciso, atendiendo a las
características del bien o servicio
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Reglas de participación municipal, así como consecuencias de las acciones conjuntas
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GRÁFICO 1
ESQUEMA DE COLABORACIÓN

Fuente: Steiner (2000). Elaboración propia.



que ofrece. De este modo, un mis-
mo municipio puede pertenecer
a tantos perímetros como tareas
produce en colaboración.

Se han puesto en práctica dis-
tintas fórmulas de colaboración
municipal. La asociación a través
de un municipio «madre», carac-
terizada porque es una única en-
tidad local la que desempeña las
tareas correspondientes a las fun-
ciones compartidas por los aso-
ciados. Este formato es puramen-
te contractual, y es frecuente en
los casos en los que se asocian co-
lectividades con desigualdad de
condiciones, donde el municipio
«madre» es, desde algún punto
de vista, superior a las demás. A
favor de esta modalidad se esgri-
men razones tales como el ahorro
de inversiones o el de una adap-
tación flexible de la colaboración a
las necesidades de cada momen-
to. Sus mayores problemas se re-

fieren, por un lado, a los riesgos
financieros que asume el municipio
madre y, por otro, a la pérdida de
derechos de los entes asociados
en cuanto a intervención y control
de la función delegada.

La asociación de «tipo restrin-
gido» es aquella en la que los mu-
nicipios realizan las tareas compar-
tidas de manera conjunta. En este
caso actúan en un clima de mayor
igualdad, y los riesgos financieros se
reparten de manera equitativa,
aunque se le achacan problemas
de estancamiento tecnológico y
productivo (Steiner, 2000).

Atendiendo a la autonomía fis-
cal, distinguimos entre la inter-
municipalidad asociativa, o de
gestión, a través de la que diver-
sos municipios producen en co-
mún bienes o servicios, con la par-
ticularidad de que, a pesar de
contar con personalidad jurídica,

no disponen de recursos fiscales
propios; la intercomunalidad fe-
derativa, o de proyecto, responde,
por su parte, a la voluntad muni-
cipal de funcionar conjuntamen-
te; su adscripción supone la trans-
ferencia de un cierto número de
competencias obligatorias, con
disponibilidad de autonomía apo-
yada en una fiscalidad propia.

La mayor parte de los países
que utilizan este tipo de fórmula
intermunicipal no la dotan de im-
puestos propios, y aseguran su
equilibrio presupuestario vía pres-
taciones o transferencias finan-
cieras que realizan las entidades
integrantes. La deuda es posible,
aunque generalmente para inver-
sión y siempre respaldada por los
municipios miembros.

Si la asociación permite resol-
ver de manera eficaz los proble-
mas de tamaño crítico municipal,
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su multiplicación y superposición
es el germen de una organiza-
ción compleja repleta de dificul-
tades: difícil acceso de las auto-
ridades locales para participar 
en el funcionamiento de la aso-
ciación, falta de poder democrá-
tico, inadecuada transmisión de
información a los ciudadanos,
junto con «difuminadas» res-
ponsabilidades presupuestarias.
Así, a menudo, esta fórmula, más
allá de aportar soluciones a cier-
tos problemas de los territorios,
podría engendrar otros nuevos
(Dafflon, 2002).

Subiendo un escalón más, nos
encontramos con que, en ocasio-
nes, son las regiones las que se
encargan de la prestación de ser-
vicios de origen local, de impor-
tancia para sus ciudadanos: enti
cantonal, conférence régionale,
etcétera. El consorzio (2) se con-
solida en Italia como el ejemplo
de colaboración con objeto múl-
tiple por excelencia. No significa
el desmantelamiento de la insti-
tución local, que continúa pu-
diendo ofrecer el servicio inter-
municipal, sino que esta forma de
colaboración permite aprovechar
las economías de escala genera-
das por una producción a nivel in-
termunicipal y reducir su coste, in-
tentando racionalizarlo a través de
las sinergias de la producción con-
junta. Sus miembros son elegidos
indirectamente por los ciudada-
nos, y no goza de autonomía fis-
cal alguna. El consorcio puede ar-
ticularse de dos maneras distintas:
una, que reagrupa dos o más ser-
vicios públicos diferenciados de
manera sustancial, lo que signifi-
ca que cada uno de ellos puede
tener su espacio de producción,
con un reparto de coste diferente
y que, desde el punto de vista
práctico, implica la necesidad de
mantener la administración y la
producción independiente de esta
nueva organización, y otra, cuyo
servicio puede ser considerado in-

terdependiente, y gracias al cual
es posible disfrutar de importantes
sinergias. Su gestión está regula-
da por un único aparato adminis-
trativo y el reparto del coste se
calcula sobre una misma base: po-
blación, edad, etc. Sin embargo,
esta «recentralización» de fun-
ciones provoca rechazo por parte
de las entidades locales, prefi-
riendo, por ejemplo, para el cam-
po urbano la creación de un se-
gundo escalón a escala municipal,
llamado en ocasiones aglomera-
ción o área metropolitana.

La aglomeración se sitúa en un
nivel intermedio entre la asocia-
ción de objeto múltiple y la «fu-
sión», es decir, se trata de una fu-
sión selectiva de funciones. Este
nuevo escalón administrativo local
se corresponde horizontalmente
con los municipios y en el plano
vertical con las regiones, encar-
gándose bien de la producción de
bienes y servicios, bien de la coor-
dinación de ciertas tareas muni-
cipales, o de ambas cosas a la vez.
Con ello queremos decir que este
diseño institucional atribuye al se-
gundo nivel una serie de funcio-
nes que dejan de prestarse por
los municipios integrantes, mien-
tras que éstos continuarían ges-
tionando las restantes compe-
tencias, tal y como se refleja en el
gráfico 3 (3).

Desde el punto de vista teóri-
co, se debe hacer hincapié en que
las autoridades de aglomeración
han de dotarse de responsabilida-
des en exclusiva, en su oferta y fi-
nanciación, para la provisión de
uno o más bienes públicos loca-
les, disponiendo, por tanto, de au-
tonomía y responsabilidad fiscal.
Un elemento esencial de este
planteamiento, además del pre-
supuesto de la aglomeración, es
que la autoridad sea elegida di-
rectamente por los ciudadanos,
lo que establece un vínculo entre
el «administrador» y el «adminis-
trado» que evita el carácter exce-
sivamente tecnocrático y cerrado
que desembocó en muchos fraca-
sos de experiencias semejantes,
tipo área metropolitana.

Así, la elección de las funcio-
nes que se atribuyen a la aglome-
ración será la que determine su
tamaño óptimo, si bien la delimi-
tación del perímetro no debe ser
fruto de una aproximación única,
sino multidisciplinar y flexible, pu-
diendo variar de acuerdo con cri-
terios de eficiencia económica. El
segundo escalón de gobierno lo-
cal, concebido en el ámbito rela-
cional, definido en términos geo-
gráficos y socioculturales, debiera
contar con un elemento impres-
cindible, cual es un presupuesto
lo más autónomo posible.
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Los distritos, a su vez, se han
concebido, generalmente, como
una forma cooperativa que de-
semboca en una institución terri-
torialmente autónoma. Con un
grado de independencia mayor al
de la aglomeración, suele estar
dotado de dos órganos que os-
tentan el poder legislativo y el eje-
cutivo. En algunos casos, como
por ejemplo el francés, el distrito
tiene competencias propias y no
delegadas por los municipios, aun-
que puede asumir también una
parte de las responsabilidades lo-
cales de forma cuasi-privada. Ade-
más, al contrario de lo que hemos
visto hasta el momento, el distri-
to dispone de una total autono-
mía de financiación y, por ende,
del modo en el que gasta sus re-
cursos. Esta potestad se traduce
en la posibilidad de detraer direc-
tamente impuestos sobre el terri-
torio en el que recae su autoridad,
evitando de este modo depender
de las transferencias financieras
municipales, que siempre tienen
el riesgo de limitar la libertad de la
institución, haciéndola deudora
de la voluntad municipal (4).

La fusión, a su vez, no se co-
rresponde exactamente con una
organización cooperativa propia,
pues por fusión se entiende la crea-
ción de una nueva colectividad lo-
cal, resultado de la unión de dos o
más jurisdicciones de nivel jerár-
quico semejante (gráfico 4).

Estaríamos, pues, ante un ente
que representa la expresión más
fuerte de la voluntad de coope-
ración por parte de las diferentes
colectividades territoriales, ofre-
ciendo a sus habitantes una so-
lución que pretende superar las 
dificultades que presentan las clá-
sicas fórmulas de asociación. Para
los municipios rurales, poco po-
blados, la adición de recursos hu-
manos y financieros, así como la
explotación de economías de es-
cala, permitirían sobrevivir en con-

diciones de viabilidad a muchos
entes que, de mantener su inde-
pendencia, serían completamen-
te inoperantes, con una autono-
mía puramente nominal. En el
medio urbano, al no sentir con
igual intensidad la presión del pro-
blema de la falta de medios que
en el rural, se atiende más a cues-
tiones relacionadas con la com-
petencia fiscal, la gestión de los
residuos, etc., pero, en cualquier
caso, las propuestas de fusión
suelen conducir a un rechazo «vis-
ceral» a cualquier proceso que
apunte en esta dirección.

En general suelen alegarse ra-
zones diversas para justificar la
oposición a la fusión, entrevera-
das unas de historia y emociones
o, en el supuesto de territorios ur-
banos, otras en las que predomi-
na el temor a la absorción de los
pequeños por los grandes (Cara-
més, 1982, 1992). Todo ello sin ol-
vidarnos de que también puede
influir en el rechazo a la fusión el
temor a la pérdida de la «renta de
situación» de los políticos, que ve-
rían amenazada su posición ante la
adhesión de dos o más municipios.
Desde un punto de vista más ope-
rativo, se ha comprobado que la
fusión podría resultar una solución
parcial al découpage territorial,
pues la configuración del nuevo
espacio institucional global cons-
tituye sólo una aproximación a los
contornos funcional y relacional
de los municipios, siendo un ejer-

cicio difícil de considerar sin pasar
primero por experiencias de apren-
dizaje de nivel intermedio.

IV. EL PROBLEMA 
DE LA FINANCIACIÓN

La disparidad entre los entes
locales sujetos a una reordenación
territorial es debida, generalmen-
te, al modo desigual en que la ri-
queza se distribuye en el espacio
y, por ende, a las diferencias en el
potencial fiscal. Habitualmente,
existen sistemas de nivelación que
tratan de reducir ese problema,
pero es difícil que lo resuelvan en
su integridad o que sean capaces
de paliarlo en términos dinámi-
cos. Es decir, tal disparidad no sólo
es fruto de la dotación inicial de
recursos, sino también de la vo-
luntad política correspondiente,
en términos tanto de perecuación
como, sobre todo en áreas urba-
nas, de las políticas de fiscal zo-
ning, favorecedoras de la implan-
tación de ciertas actividades en
los territorios concretos. Además,
las externalidades juegan igual-
mente en contra de la eficiencia,
debiendo buscarse algún método
de internalización.

Si se toma la decisión de ganar
dimensión por procedimientos
distintos a la fusión, la verdadera
cuestión estriba en determinar si
la «aglomeración» va a disfrutar
o no de autonomía fiscal. En caso
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de una respuesta positiva, ten-
dremos un escenario principal,
con impuestos y tasa o cargas al
usuario, con la particularidad de
que se relaciona de forma más
transparente el coste de los ser-
vicios prestados por la jurisdicción
«envolvente» y su oferta pública,
en cantidad y en calidad. Adicio-
nalmente, el gobierno de segun-
do nivel puede luchar eficazmen-
te contra la competencia fiscal
intraterritorial. En consecuencia, la
corresponsabilidad del sector pú-
blico supralocal estaría garanti-
zada. Sin embargo, puede que la
resistencia de los municipios im-
plicados obligue a ir por otros de-
rroteros fiscales, limitando la po-
testad de la «aglomeración» a
ingresos sujetos estrictamente al
principio del beneficio. Entonces
esos tributos deberían financiar
la parte de «mercado» de los
bienes y servicios colectivos loca-
les, quedando la parte pública a
expensas de nivelación horizon-
tal o vertical.

Pudiera ocurrir, y casi pronos-
ticaríamos que así será en buena
parte de las experiencias espa-
ñolas en proyecto, que la única
manera de avanzar en la inter-
municipalidad, más allá de las fór-
mulas «mancomunales», fuese
que las transferencias cubriesen

en su totalidad el presupuesto del
segundo nivel. Se entraría así, con
seguridad, en un terreno ajeno a
la corresponsabilidad y muy pro-
clive a fenómenos de ilusión fis-
cal. Quizá la única ventaja de tal
sistema sería la mayor facilidad
para atender la función redistri-
butiva, pero con problemas de re-
parto de la carga entre jurisdic-
ciones del mismo nivel si la
perecuación es horizontal. Y aún
más, la clave del reparto adopta-
ría una forma sin duda poco pa-
cífica, habida cuenta de que se
están financiando bienes colecti-
vos supramunicipales.

A nuestro juicio, si se da el
paso para formular legalmente un
segundo nivel de administración
local, con competencias propias
ligadas a la existencia de bienes
y servicios locales con una plas-
mación territorial o geográfica en
la vertiente de sus beneficios, una
condición de eficiencia, y también
de justicia, será dotar al gobier-
no «envolvente» de autonomía
fiscal vía impuestos propios y car-
gas al usuario. Las subvenciones
deberían jugar un papel comple-
mentario (Dafflon, 2002; Bau-
mont y Huriot, 1997).

Sobre el terreno, y aun no exis-
tiendo un único modelo de fi-

nanciación supralocal, podemos
avanzar una evaluación que, ins-
pirándonos en una clasificación
sugerida por Leprince, resumimos
en el cuadro n.º 4.

En los inicios del siglo XXI se
puede decir que los cambios eco-
nómicos y tecnológicos, rápidos
y profundos, acabarán por afec-
tar sensiblemente, y ya lo están
haciendo, a los sistemas fiscales
de todos los gobiernos. El comer-
cio electrónico, la movilidad del
capital, la veloz expansión de los
intercambios internacionales o las
exigencias ciudadanas de respeto
al medio ambiente son buenos
ejemplos de esa realidad.

Fijémonos en el clásico inven-
tario de ingresos potenciales: im-
puestos sobre la propiedad, so-
bre la renta, sobre las ventas y
cargas al usuario, dejando a un
lado las subvenciones, cuya lógi-
ca, en este contexto, ya hemos
esbozado brevemente. Todos ellos
presentan problemas económicos,
estructurales o políticos que pue-
den comprometer su rendimien-
to. Valoraciones poco ágiles o per-
cibidas como injustas afectan a
nuestro IBI, si bien no ha concita-
do la aversión que provoca en paí-
ses como los Estados Unidos, en
donde ya es legendaria.
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CUADRO N.º 4

Contribución
Criterios para cooperación / Modalidades municipal a un ente Fiscalidad adicional Fiscalidad propia

supramunicipal

Argumentos a favor de la cooperación:
Economías de escala............................................................................................ X
Internalización desbordamientos geográficos....................................................... X X
Reducción riesgos financieros en competencia territorial ...................................... X X
Cobertura contra riesgo de «siniestro» fiscal........................................................ X X
Coordinación fiscal .............................................................................................. X

Argumentos desfavorables cooperación:
Costes de organización y coordinación ................................................................ X X
Distorsión de las preferencias heterogéneas entre municipios reagrupados........... X X X

Fuente: Leprince (2001). Elaboración propia.



Los impuestos a las rentas tie-
nen su lugar en el mundo local y,
por supuesto, en los gobiernos
«envolventes», si bien los gestores
temen la generación de diferen-
cias de carga fiscal, que podrían
acabar provocando deslocaliza-
ciones personales o empresaria-
les. Esto es especialmente cierto
cuando el coste del trabajo o los
costes de transporte son similares
a los de otras «aglomeraciones».
Ello debería disuadir la progresivi-
dad, pero no la aplicación de ti-
pos proporcionales moderados.

En cuanto a los impuestos a las
ventas, además de existir ya uno
federal compartido con gobiernos
intermedios, encuentran poco
margen, además de ser regresivos
y plantear problemas de gestión.
La proliferación de transacciones
electrónicas, por otro lado, re-
queriría cierta complejidad técni-
ca. En definitiva, la convivencia
con tributos de esta naturaleza en
el gobierno central y/o en los es-
tatales, al lado de otras dificulta-
des, no hace suponer una gran vi-
talidad de los impuestos a las
ventas en la intermunicipalidad.

Las cargas a los usuarios, en
distintas modalidades, han crecido
mucho en importancia en el mun-
do local, a pesar del avance de las
privatizaciones, sintonizando cada
vez más los gobiernos con la filo-
sofía subyacente. Tienen, además,
un lugar propio para hacer frente
a ciertos spillover provocados por
no residentes, sobre todo en lo
que se refiere a los supuestos con
ciudad-central relevante. En su pa-
sivo hay que reseñar su incapaci-
dad redistributiva.

No se debe olvidar tampoco la
creciente competencia que en el
mundo económico presenta un
número creciente de países, con
salarios bajos y otras facilidades
para la implantación de empresas.
Esto, para numerosas «aglomera-

ciones», supone una pérdida sus-
tancial de bases imponibles. Tal
proceso acaba por animar a los
gobiernos locales y metropolita-
nos a iniciar una race to the bot-
ton de consecuencias muy nega-
tivas en términos de suficiencia.

Si, efectivamente, no sólo los
gobiernos locales en sentido es-
tricto, sino también los de segun-
do nivel, encuentran dificultades
crecientes para volver rentables al-
gunos de sus tributos más signifi-
cativos, habrán de ser más persua-
sivos en lo que se refiere a los
bienes y servicios públicos que pro-
veen, sobre todo en cuanto a su
calidad. Esa es, precisamente, la
apuesta de los gobiernos «envol-
ventes»: mejores servicios y, en lo
posible, con un coste menor de
prestación. Se trata de una opción
indispensable, dado el contexto
competitivo, nacional e internacio-
nal (Brunori, 2007; Pacioni, 2001).

Por último, cabe hacer referen-
cia al gravamen de actividades con-
taminantes, que si sólo se aplica
en una jurisdicción, salvo que el tri-
buto sea muy bajo, provoca la emi-
gración de esas empresas hacia
otras comunidades con controles
más débiles. Por ello, una acción
más global y coordinada es im-
prescindible, normalmente a esca-
la superior a la supralocal (Owens,
2002). Existen, sin embargo, in-
dustrias con problemas de deslo-
calización —not in my back yard—
potencialmente gravables, pero ge-
neralmente no abundan y, además,
en esas condiciones mueven al re-
chazo social, por lo que su perma-
nencia en la jurisdicción, a largo
plazo, es problemática.

V. EXPERIENCIAS 
DE COLABORACIÓN 
EN PAÍSES EUROPEOS

La elevada atomización admi-
nistrativa que reflejan los países

europeos a principios del siglo XX
—sus más de 370 millones de ha-
bitantes se asientan en unas
80.000 unidades locales, de las
cuales casi la mitad constituyen
las comunas francesas— y la toma
de conciencia de los problemas
que ello genera hacen que se in-
tensifiquen las labores de recom-
posición territorial. A partir de la
segunda mitad del siglo pasado, 
se fue intensificando la toma de
conciencia acerca de los proble-
mas de la adaptación de las es-
tructuras administrativas a las ne-
cesidades de urbanización.

Algunos países como Francia y
Bélgica, entre otros, optaron, fun-
damentalmente, por la coopera-
ción institucional, sin intención de
sustituir a los municipios por otro
ente local. Así, las fórmulas de
cooperación comunal se prodigan
en Francia, promovidas paula-
tinamente por el gobierno de la
República como alternativa a las
fusiones y como el sustituto fun-
cional de la descentralización. Un
siglo de experiencias muestra la
flexibilidad de los dispositivos de
colaboración basados en la vo-
luntariedad municipal. Esta flexi-
bilidad se traduce en la multipli-
cación, casi exponencial, de las
instancias de cooperación en su
forma menos integrada, le syndi-
cat, llegando a funcionar más de
18.000 estructuras sindicales en
los albores del siglo XXI, que en
los últimos años han derivado hacia
la búsqueda de una cooperación
más integrada a escala metropo-
litana. Sendas leyes, formuladas
en 1992 y 1999, configuran tres ti-
pos de estructuras con fiscalidad
propia: las comunidades de mu-
nicipios, las comunidades de aglo-
meración y las comunidades ur-
banas. En cuanto a las funciones
atribuidas a las diferentes figuras
de cooperación intermunicipal, la
Ley permite que los municipios se
agrupen para definir regímenes
competenciales diferenciados. Su
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financiación se realiza a través de
la taxe professionnelle unique fun-
damentalmente, junto con otros
impuestos y tasas, además de las
subvenciones recibidas de los dis-
tintos niveles de gobierno.

En Bélgica, cuya carta de in-
termunicipalidad databa de 1922,
se permite crear entes de aglo-
meración desde 1971, limitados
a Bruselas, Amberes, Charleroi,
Gante y Lieja, una vez finalizado el
proceso de fusión que consigue
reducir a la cuarta parte el núme-
ro de entidades locales.

En estados como Dinamarca,
Reino Unido y Alemania han pre-
ferido la fusión, lo que no quiere
decir que no adopten también me-
canismos de colaboración inter-
municipal. Así, por ejemplo, el país
germano cuenta con asociaciones
municipales con formas diversas,
abundando en los últimos años las
entidades metropolitanas, que se
ocupan, fundamentalmente, de
cuestiones relacionadas con el
transporte, la ordenación del te-
rritorio y el desarrollo económico.

La cooperación intermunicipal
tiene una larga tradición en Sui-
za, más frecuente en las áreas de
sanidad, educación, planificación
y residuos. Como en la mayor par-
te de los países, los instrumentos
de colaboración adoptan formas
diferentes (contratos, sindicatos,
etcétera), si bien una de ellas se
ha intensificado en los últimos
años. Se está recurriendo a la crea-
ción de un segundo nivel de go-
bierno municipal como instru-
mento para paliar los problemas
inherentes a los municipios urba-
nos; tal es el caso del cantón de
Friburgo, por ejemplo, donde se
define una estructura de aglome-
ración «abierta» que permite a las
comunas organizar su pertenen-
cia a la estructura de colaboración,
de manera flexible, en función de
sus necesidades concretas.

Países como Italia y Portugal
han vivido procesos de colabora-
ción más tardíos. En Italia, tras la
aprobación de la Ley 142, de 8 de
junio de 1990, relativa a las auto-
nomías locales, se introduce como
novedad una estructura de cola-
boración intermunicipal para las
grandes aglomeraciones, llamada
Città Metropolitana, que trata de
implantarse en todo el territorio.
Este nuevo establecimiento prevé
la desconcentración administrativa
de las comuni más pobladas por
creación de las circunscripciones
intermunicipales. En un primer mo-
mento, son consideradas catorce
áreas de cooperación intermunici-
pal, que reemplazarían a la pro-
vincia en sus competencias. En la
actualidad, la recomposición no
acaba de tomar cuerpo, pues tan
sólo siete de ellas tienen delimita-
da el área que correspondería a la
zona de aglomeración y su plan-
teamiento dista bastante del esta-
blecido en la citada Ley.

La Constitución portuguesa
prevé la posibilidad de que los mu-
nicipios se asocien para la gestión
de intereses comunes. Además, la
Ley 44/91 creó las áreas metro-
politanas de Lisboa y Oporto, in-
tegradas por 18 y 9 municipios,
respectivamente, lo que significa
que engloban más del 45 por 100
de su población. En el año 2003,
se rehacen las dos áreas y se aña-
den nuevas fórmulas de colabo-
ración que recuerdan a las tipolo-
gías de intercomunalidad francesa,
pero sin llegar, en ningún caso, a
adoptar la casuística gala.

VI. EXPERIENCIAS 
DE COLABORACIÓN 
EN ESPAÑA

En el caso español podemos
afirmar que se ha producido un
fracaso de las experiencias de 
geometría espacial. Y si en la bús-
queda de claves explicativas para

muchos problemas de la España
contemporánea es oportuno acu-
dir al siglo XIX, no resulta una ex-
cepción cuando se trata de la
cuestión territorial (Nadal, 1987).
La gestión pública española se ha
encaminado hacia técnicas de
cooperación, heredadas de la tra-
dición administrativa francesa,
que, sobre el papel al menos, pre-
tenden facilitar la cooperación
interadministrativa, la flexibilidad
en la gestión de los recursos y la
introducción de criterios de efi-
ciencia y eficacia que, sin embar-
go, no han dado los resultados
esperados.

A finales del siglo XVIII ya era
posible que los municipios colin-
dantes administrasen bienes en
común. Andando el tiempo, los li-
berales, deseosos de desmontar
la estructura social e institucional
del pasado, instituyeron un régi-
men municipal dominado por tres
características: minifundismo, uni-
formismo y centralismo (Ferreira,
2000). Los constituyentes de 1812
defendieron la tesis del pequeño
municipio, pero relativamente
pronto se puso de manifiesto que
la excesiva fragmentación muni-
cipal era una fuente de proble-
mas, sobre todo en el mundo ru-
ral. Así, en 1835 se introdujeron
ciertos criterios territoriales, a tra-
vés del Arreglo Provisional de los
Ayuntamientos del Reino, que sir-
vieron para contener la excesiva
disgregación que propiciaba la le-
gislación precedente. Tras la revo-
lución de 1868, con la aprobación
de la nueva Ley Municipal, se con-
templa por primera vez la posibi-
lidad de que se produzcan aso-
ciaciones de municipios para la
resolución de problemas comunes
a través de las mancomunidades
intermunicipales. Los procesos de
urbanización van emergiendo y
comienzan a tenerse en cuenta en
los sucesivos proyectos de ley, aun-
que sin demasiado éxito. La Nue-
va Ley de Bases de Régimen Local
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de 1953, cuyo texto articulado y
refundido es de 1955, introduce
en su artículo 13 la posibilidad de
fusión de dos o más municipios li-
mítrofes. La Ley 48/66, de 23 de
julio, aporta algunas técnicas de
apoyo a las llamadas agrupacio-
nes municipales, que nunca lle-
garon a aplicarse. Vigente hasta
1976, el saldo no ha sido espe-
cialmente brillante, fusionándose
un total de 1.025 municipios, que
en su mayoría recobrarán su in-
dependencia años más tarde.

La Ley de Bases del Régimen
Local de 1985 vino, por una par-
te, a continuar el tradicional cri-
terio uniformista de nuestro régi-
men local, manteniéndose las
mancomunidades como el esta-
blecimiento de colaboración más
extendido, que podía prestar uno
o varios servicios en nombre de
los municipios mancomunados.
Existen cerca de 900 mancomu-
nidades y el 90 por 100 de los en-
tes locales que las forman tienen
menos de 5.000 habitantes, pu-
diendo confirmar así su carácter
eminentemente rural. Si bien su
filosofía está correctamente en-
caminada a superar los problemas
de la fragmentación, las manco-
munidades presentan importan-
tes dificultades en su gestión, en-
torpecida, en parte, por la forma
de representación de sus miem-
bros y la falta de profesionaliza-
ción de su estructura administra-
tiva (Font y Parrado, 2000).

Las comarcas son entidades su-
pramunicipales, creadas a inicia-
tiva de las comunidades autóno-
mas, para la gestión común de
uno o más servicios que éstas de-
legan. En la actualidad, contamos
casi un centenar, que centran sus
esfuerzos en las labores de orde-
nación del territorio, servicios so-
ciales, cultura, deportes, salud pú-
blica, transporte y turismo, entre
otros. Debemos destacar la re-
ciente comarcalización puesta en

práctica en Aragón, que si bien se
había iniciado en el año 1993, no
toma un verdadero impulso hasta
el año 2001. Esta experiencia su-
pone, sin duda, una apuesta de
largo alcance sin precedentes en
nuestro país (Silva, 2006). Sin em-
bargo, algunas voces ya se han
manifestado escépticas ante esta
solución, pues apuntan a que el
reducido tamaño que adquieren
no es el idóneo para el ejercicio
de las funciones que se les tras-
pasan, lo que llevará a una pérdi-
da de eficiencia, reflejada, de nue-
vo, en el desaprovechamiento de
las economías de escala y el des-
bordamiento intermunicipal, ade-
más de un incremento en los cos-
tes de gestión (Barberán, 2003).

En el caso de las entidades me-
tropolitanas, el advenimiento del
Estado autonómico puso de relie-
ve el recelo con que eran con-
templadas por los nuevos gobier-
nos intermedios, celosos de un
poder que consideraban poten-
cialmente peligroso para sus inte-
reses (Sevilla, 1989). Esta afirma-
ción se corrobora con lo ocurrido
en la Corporación Administrativa
del Gran Bilbao, con el Área Me-
tropolitana de Barcelona, o con la
desaparición del órgano COPLACO
en Madrid. Desde entonces, asis-
timos a innovaciones en este cam-
po, que no han sido otras que la
supresión, por parte de las comu-
nidades autónomas, de las institu-
ciones metropolitanas plurifuncio-
nales y la creación de entidades
metropolitanas «sectoriales» para
el área de Barcelona (Entitat Me-
tropolitana de Serveis Hidràulics i
Tractament de Residus; Entitat Me-
tropolitana del Transport) y Va-
lencia (Entidad Metropolitana para
el Tratamiento de Residuos y En-
tidad Metropolitana de Servicios
Hidráulicos).

En el caso catalán, junto con
las mal llamadas entidades me-
tropolitanas monofuncionales, se

han creado consorcios, con el fin
de hacer partícipes a los agentes
privados de la gestión y produc-
ción de estas funciones, así como
también a la propia Generalitat. No
tenemos datos generales sobre el
número y ámbito de actuación de
los consorcios, si bien podemos
afirmar que es difícil encontrar go-
biernos multinivel que cuenten con
la participación de administracio-
nes públicas de diversa naturaleza
—entidades locales, comunidades
autónomas, Estado—, así como
particulares, aunque esta fórmula
parece ir ganando terreno en de-
terminados ámbitos competencia-
les como la gestión portuaria, el
transporte, los servicios sociales,
etcétera.

VII. CONCLUSIÓN

La experiencia federalizante
de algunos países, sin problemas
heredados de un orden jerárqui-
co preexistente, es diferente de la
europea, en donde tuvo mucho
peso la hostilidad de los revolu-
cionarios franceses hacia el espí-
ritu federalista. Así, el modelo fe-
deral se abre paso en algunos
países, deudores de la necesidad
organizativa, de la experiencia
comparada y del pensamiento de
teóricos que consideraban la cen-
tralización muy negativa para la
democracia y las políticas efica-
ces. Pero la Hacienda local de hoy
es bien diferente de aquella que
se deriva de las enseñanzas clá-
sicas del federalismo fiscal.

La observación de la realidad
permite comprobar que el desa-
juste entre el territorio institucio-
nal y el territorio funcional es mo-
neda corriente en los diferentes
países, tanto más agudo cuanto
menos se haya hecho por aliviar-
lo. Los límites políticos son habi-
tualmente desbordados, apare-
ciendo efectos spillover y efectos
congestión, lo que, finalmente,
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conduce a una mala asignación
de recursos y a dificultades de ges-
tión. Así, se ha ido construyendo
un territorio «relacional» que plan-
tea entre sus mayores desafíos el
de encontrar la manera de enca-
jar los círculos de los beneficiarios,
los decisores y los contribuyentes.
Consecuentemente, el debate se
afana en encontrar la congruencia
entre los territorios administrati-
vos y funcionales, en aras de una
provisión más eficiente y equita-
tiva de bienes y servicios públicos.

Una de las prácticas a la que
más se ha recurrido para su con-
secución está ligada a la geome-
tría espacial. La racionalización de
los equipamientos y el reparto de
las cargas constituyen, con fre-
cuencia, un objetivo para aque-
llos entes que colaboran sobre
todo en zonas de aglomeración,
alrededor de las que se concen-
tran población y actividades con
costes crecientes. La superposición
de niveles puede generar, sin em-
bargo, problemas de orden políti-
co tales como la pérdida de auto-
nomía y transparencia municipal,
así como una merma del poder
democrático directo. Junto con
ello, se apuntan dificultades or-
ganizativas, pues en aquellos paí-
ses que han desarrollado amplia-
mente las asociaciones se está
procediendo a una «recentraliza-
ción» de ciertas funciones para
evitar que se produzca una yux-
taposición de tareas.

Hemos repasado modelos di-
ferentes de reorganización terri-
torial, si bien las pautas federales
no son exportables como modelo
acabado, siendo poco probable su
estandarización, haciendo abs-
tracción de las circunstancias es-
pecíficas de cada país. Pese a ello,
nos ha parecido relevante estudiar
la realidad local de algunos países
europeos, comprobando desde la
proliferación de las asociaciones
de municipios, con finalidad úni-

ca y múltiple, hasta la implanta-
ción de gobiernos a dos niveles
para los municipios urbanos.

NOTAS

(1) OATES (1988), sugiere una alternativa
para explicar la asociación positiva, basada en
el reconocimiento de que las municipalidades
proveen una variedad de bienes reducida. En
los municipios con pocos habitantes se ofre-
cerá un conjunto limitado de bienes públicos,
en tanto que se irán agregando otros bienes a
medida que la población sea mayor.

(2) A menudo, los consorzios se ocupan
de la gestión de asilos, zonas deportivas, ser-
vicio de atención sanitaria a domicilio, etc.,
con lo que se consigue no sólo una solución
a la coordinación práctica de diferentes ser-
vicios, sino también evitar su no deseada su-
perposición.

(3) Una propiedad fundamental de la aglo-
meración es la flexibilidad, que permite adap-
tar el perímetro de colaboración a cada uno de
los bienes o servicios con externalidades geo-
gráficas. Así, si lo más eficiente, por ejemplo, es
que los municipios A, B y C produzcan un ser-
vicio S1 de manera conjunta, lo harán, sin con-
tar con la jurisdicción D, donde no desbordan
sus efectos, si bien esta última puede asociar-
se para la producción y/o gestión del servicio
S2. Así, pues, en general, la aglomeración con-
tará con un «núcleo fuerte» de funciones —
es decir, aquellas que comparten la mayoría de
las entidades integrantes— y un «núcleo dé-
bil» o adscripciones concretas de municipios
para determinados bienes o servicios.

(4) No se agotan aquí las experiencias aso-
ciativas existentes. Hemos tratado de reflejar
una muestra representativa de las más am-
pliamente extendidas.
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